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SENTENCIA 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

La Autoridad de Acueductos y Alcantarillados (en adelante, 

la Autoridad) solicita la revisión y revocación de la Sentencia que 

emitió el Tribunal de Primera Instancia [TPI], Sala de San Juan, el 

8 de mayo de 2018, notificada al día siguiente.  Mediante dicha 

sentencia el TPI declaró con lugar la demanda incoada por 

Sweeping & Vacum contra la Autoridad y ordenó el pago de 

$27,944.93 más intereses. 

ANTECEDENTES 
 

El 28 de junio de 2016 Sweeping and Vacum [en adelante 

“Sweep and Vac”] presentó demanda sobre incumplimiento de 

contrato y cobro de dinero por $27,944.93 contra la Autoridad de 

Acueductos y Alcantarillados (Autoridad) por reparación de un 

camión “flushing” de la Autoridad.  La Autoridad contestó la 

demanda.  Alegó, entre otras que, el contrato establecía como 

condiciones especiales que, “la vigencia de este pedido será hasta 
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el consumo del monto del pedido o hasta que se emita un contrato 

formal por los servicios incluidos en este pedido”.  Además, “el 

suplidor se compromete a comunicarle a la AAA cuando el pedido 

haya consumido el 75% del monto total acordado en el pedido 

abierto”.  Sostuvo que el demandante no cumplió con su 

obligación contractual.  Arguyeron que se agotaron los fondos 

asignados al pedido, por lo que la Autoridad estaba imposibilitada 

de realizar el pago.1   

Luego de varios trámites, se celebró la vista en su fondo el 

9 de abril de 2018.   El Tribunal admitió como prueba documental 

de las partes, estipulada en el Informe de Conferencia con 

Antelación al Juicio el pedido de compra Núm. 652015474 

ascendente a $50,000.00 y la Enmienda a pedido de Compra 

Núm. 652015474 ascendente a $57,500.00.  En el juicio las partes 

estipularon como exhibit conjunto número 1, las Tablas sobre 

órdenes de servicio emitidas contra el Pedido de Compra Núm. 

652015474-Tabla de Mantenimiento Preventivo y Correctivo 

Mecánica.  Allí testificó el Presidente de Sweep and Vac, el señor 

Carlos Nevárez y la Sra. Deises Soler, Directora del Departamento 

de Presupuesto y cuentas a Pagar de la Autoridad.   

El 8 de mayo de 2018, notificada al siguiente día, el Tribunal 

dictó sentencia, en la que incorporó cincuenta (50) 

determinaciones de hechos que no estaban en controversia, según 

contenidos en la Resolución previa emitida por el Tribunal el 30 de 

agosto de 2017.  Entre las determinaciones de hechos que el TPI 

emitió se encuentran las siguientes: 

3. La parte demandante ha hecho negocios con 

la AAA durante más de 10 años. 

 
4. El 6 de febrero de 2014 la Oficina de 

Administración de Flota, Región Metro, emitió la 

                                                 
1 Contestación a la demanda, apéndice págs. 31-38 
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requisición número 05-043118, por la cantidad de 
$50,000.00, para solicitar servicios de mantenimiento 

preventivo y correctivo de mecánica especializada para 
camiones “flushings combination sewer cleaners” y 

“water pressure jetters”, sugiriéndose a Sweep and Vac 
of Puerto Rico, como suplidor de dichos servicios. 

 
5. El 11 de abril de 2014, el Departamento de 

Compras de la región Metro de la AAA emitió el Pedido 

de Compra #652015474, por la cantidad de $50,000.00 
a favor del suplidor Sweep and Vac, para los mismos 

servicios que se indican en la requisición #05-043118. 
 

6. El contrato establece que, como parte de sus 
responsabilidades, el taller, o sea, la parte demandante, 

tenía que llevar un registro de los servicios realizados. 
 

7. Como parte de las Condiciones Especiales del 
contrato (pedido de compra) se estableció lo siguiente:  

(1) la vigencia de este pedido será hasta el monto del 
pedido o hasta que se emita contrato formal por los 

servicios incluidos en este pedido… (5)  el suplidor se 
compromete a comunicarle a la AAA cuando el pedido 

haya consumido el 75% del monto total acordado en el 

pedido abierto.  
 

8. El 23 de abril de 2014, la AAA envió el pedido 
de compra #652015474 al Sr. Carlos Nevares, 

Presidente de Sweep and Vac mediante correo 
electrónico. 

 
9. El 29 de enero de 2014, Sweep and Vac 

sometió un Estimado Preliminar para la reparación del 
camión “flushing vactor”, tablilla H-54547.  El mismo 

ascendía a la cantidad de $27,944.93 ($25,864.93 
correspondía a bomba y otras piezas y $2,080.00 por 

concepto de labor) 
 

12. El 6 de octubre de 2014, la AAA emitió el 

“Formulario de Orden de Trabajo” para el reemplazo de 
la bomba del camión “flushing” el cual fue firmado por el 

Sr. Héctor Maisonet en la misma fecha.  La orden de 
trabajo es la #10100986758, pedido #65015474 y 

certifica la disponibilidad de los fondos ($27,944.93) para 
la reparación. 

 
13. El 7 de octubre de 2014, el Sr. Héctor 

Maisonet envió un correo electrónico al Sr. Carlos 
Nevarez, presidente de Sweep and Vac, autorizando el 

reemplazo e instalación de la bomba y camión. 
 

14. El 5 de octubre de 2014, la AAA reversó en 
los libros de la AAA el importe de los fondos destinados 

para el pago de la reparación del camión.  No se notificó 

a Sweep and Vac de esta determinación. 
 

15. El 23 de diciembre de 2014, Sweep and Vac 
envió al Sr. Héctor Maisonet un correo electrónico, 
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notificando que el cambión estaba listo (reparado) y 
podía ser recogido. 

 
16. El 23 de diciembre de 2014, la AAA recogió 

el camión reparado en las facilidades de la parte 
demandante, localizadas en el Centro Industrial la 

Cerámica. 
 

18. El 7 de enero de 2015, Sweep and Vac envió 

a la AAA la factura #110762, por concepto de reparación 
del camión “flushing”, ascendiente a $27,944.93 la cual 

fue recibida ese mismo día de la Unidad de Contratos y 
Pago a Suplidores, junto a copia del conduce de entrega 

del camión. 
 

19. Además de la orden de trabajo #652015474 
para la reparación del camión “flushing”, se emitieron 

otras órdenes de trabajo a favor de Sweep and Vac, para 
reparaciones de otros camiones, cuyos fondos iban 

contra el mismo pedido de compra #652015474. 
 

20. El Ingeniero Roberto Martínez (“Martínez”) 
fungía como Sub Director Ejecutivo de la Región Metro 

de la AAA para el año 2014. 

 
23. El señor Héctor Maisonet fungía como 

Gerente de Flota en la Región Metro. 
 

24. El Estimado Preliminar que sometió Sweep 
and Vac de 29 de agosto de 2014 fue autorizado por el 

Director Interino, Ingeniero Francisco Martínez. 
 

25. Antes de aprobar el estimado preliminar se 
debe discutir entre el Sr. Maisonet y el Director Ejecutivo 

la disponibilidad de los fondos. 
 

26. En caso de que el estimado sobrepase los 
fondos disponibles, se tramita una enmienda para que se 

aumente y pueda logar cubrir el monto. 

 
27. Esa situación de que la aprobación está 

sujeto a una enmienda es un proceso interno que no se 
le notifica al suplidor. 

 
28. Una vez aprobado el estimado, se le da una 

orden de trabajo al suplidor. 
 

30. Antes de darle la orden de trabajo al suplidor, 
el Gerente de Flota debe verificar que los fondos para 

dicha orden estén disponibles. 
 

31. El gerente de Flora verifica que los fondos 
estén disponibles en la Oficina de Administración y 

Finanzas de la Región. 

 
32. Respecto a la orden de trabajo de Sweep and 

Vac por la suma de $27,944.93 el Ingeniero Martínez 
tuvo una discusión con Maisonet porque quería crear un 

pedido nuevo para esos $27,944.23. 
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33. La idea era obtener fondos capitalizables en 
lugar de utilizar el presupuesto de gastos. 

 
34. Le tocaba al Sr. Maisonet hacer una serie de 

gestiones para completar el trámite. 
 

35. Luego de que Martínez recomendó que se 
pagara la orden de trabajo de Sweep and Vac de la 

cuenta de fondos capitalizables, éste se enteró que no se 

hizo. 
 

37. La decisión de pagar la orden de trabajo de 
Sweep and Vac ya estaba tomada, lo que faltó fue el 

proceso. 
 

39. El Sr. Maisonet estaba encargado de seguir 
ese proceso de pagar a Sweep and Vac de la cuenta de 

fondos capitalizables. 
 

40. Cuando Martínez se entera que no se le pagó 
a Sweep and Vac la orden de trabajo, llamó a Maisonet y 

hacen una serie de investigaciones.  Se dan cuenta que 
no se emitió un pedido o una asignación de fondos, según 

habían hablado. 

 
41. Al quedarse en la cuenta de gastos, 

comoquiera había que buscar dinero porque los fondos 
disponibles no eran suficientes.  Había que hacerle una 

extensión de fondos al pedido original.  Había que 
extender ese pedido. 

 
43. La AAA internamente y sin informarle a 

Sweep and Vac sustituyó la orden de trabajo de 
$27,944.93, por una de $23,153.31. 

 
44. No había suficiente dinero en la cuenta para 

pagar los veintisiete mil, pero si los veintitrés por lo que 
la AAA tenía que seguir buscando el dinero de los fondos 

capitalizables. 

 
46. Surge de la investigación de Martínez que a 

Sweep and Vac no se le pagó el trabajo que realizó 
porque no se completó el proceso para extraer el dinero 

de forma capitalizable, permaneció el pedido dentro del 
sistema regular sin haberse aumentado y sin buscarle 

otros fondos y sin crear otro pedido. 
 

47. El proceso de debitar de la cuenta de fondos 
capitalizables estaba aprobado, pero no se llevó a cabo. 

 
48. Había instrucciones que tenían que hacerse 

unas gestiones. Al final del camino no se hicieron las 
gestiones, por lo que “hubo que no estuvo correcto”. 

 

49. Maisonet le indicó a Martínez que estuvo 
enfermo, que la que atendía Finanzas estaba enferma y 

este tipo de cosas retrasaron el procesa en la ida y vuelta 
de buscar información y lograr completar el proceso. 
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50. Si se hubiese hecho el procedimiento, no 
hubiésemos tenido esta situación de impago a Sweep & 

Vac. 
  

El TPI determinó que la AAA incurrió en negligencia en el 

cumplimiento de su obligación contractual y ordenó el pago de 

$27,944.93 más intereses devengados desde la presentación de 

la demanda. 

 La Autoridad solicitó reconsideración y solicitud de 

determinaciones adicionales de hechos y derecho, la que fue 

denegada el 23 de mayo de 2018.  En desacuerdo, acude ante 

nosotros, arguye que el TPI incidió en tres maneras: 

PRIMERO:   AL DICTAR SENTENCIA A FAVOR DE LA PARTE 

DEMANDANTE-APELADA, SIN RESOLVER TODAS LAS CONTROVERSIAS 

ANTE SU CONSIDERACIÓN NI REALIZAR DETERMINACIONES DE HECHO 

Y DERECHO ADICIONALES RESPECTO A LA PRUEBA DOCUMENTAL 

ESTIPULADA POR LAS PARTES, ESPECÍFICAMENTE EL EXHIBIT 

CONJUNTO NÚMERO 1. 

 
SEGUNDO:  AL NO APLICAR A LOS HECHOS DEL CASO LA AMPLIA 

JURISPRUDENCIA SOBRE CONTRATACIÓN GUBERNAMENTAL QUE 

EXIGE QUE SE APLIQUEN RIGUROSAMENTE LAS NORMAS SOBRE 

CONTRATOS Y DESEMBOLSO DE FONDOS PÚBLICOS. 
 

TERCERO:  AL CONCEDER INTERESES LEGALES A LA PARTE 

DEMANDANTE-APELADA DESDE LA FECHA DE LA RADICACIÓN DE LA 

DEMANDA CUANDO NO HIZO NINGÚN PRONUNCIAMIENTO SOBRE 

TEMERIDAD EN CUANTO A LA PARTE DEMANDANTE-APELANTE. 

 
Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, 

evaluamos.   

EXPOSICIÓN Y ANÁLISIS   
 

En nuestro ordenamiento jurídico, se presume que nuestros 

tribunales actúan con corrección por lo que compete al apelante 

la obligación de demostrar lo contrario. Morán v. Marti, 165 DPR 

356, 367 (2005).    Es axioma elemental en la tarea de hacer 

justicia que los hechos determinan el derecho y que para juzgar 

hay que conocer.  Andino v. Topeka, Inc., 142 DPR 933, 938 

(1997). Así pues, en la argumentación de errores el apelante tiene 

la obligación de poner en posición al foro apelativo de aquilatar y 
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justipreciar el error anotado. Morán v. Marti, supra.   Para ello, 

cuando en un recurso se señale algún error relacionado con la 

suficiencia de la prueba testifical o con la apreciación de la prueba 

por parte del Tribunal de Primera Instancia, la parte apelante tiene 

que presentar una transcripción o una exposición estipulada o una 

exposición narrativa de la prueba para que de esta manera el 

tribunal apelativo pueda cumplir cabalmente con su función 

revisora. Regla 19 (A) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R.19 (A), Álvarez v. Rivera, 165 

DPR 1, 13 (2005).  En cuanto a la prueba documental y pericial, 

el Tribunal de Apelaciones está en igual situación que los foros de 

instancia y tiene la facultad de adoptar su propio criterio respecto 

a ésta. Albino v. Ángel Martínez, Inc., 171 DPR 457, 487 (2007); 

Díaz García v. Aponte Aponte, 125 DPR 1, 13 (1989).     

En nuestro ordenamiento legal y judicial los contratos son 

negocios jurídicos que existen desde que concurren los requisitos 

de consentimiento, objeto y causa. A partir de ese momento, los 

contratos producen obligaciones que tienen fuerza de ley entre las 

partes contratantes. Arts. 1213 y 1044 del Código Civil, 31 LPRA 

secs. 3391 y 2994.   Los contratos se perfeccionan por el mero 

consentimiento, y desde entonces obligan, no sólo al 

cumplimiento de lo expresamente pactado, sino también a todas 

las consecuencias según su naturaleza sean conformes a la buena 

fe, al uso y a la ley. Art. 1210 del Código Civil, 31 LPRA sec. 

3375.  El consentimiento se manifiesta por el concurso de la oferta 

y la aceptación sobre la cosa y la causa que ha de constituir el 

contrato. Art. 1214 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3401.   

El Estado se considera como un contratante privado.  Una 

vez el Estado suscribe un contrato con una persona privada, 

ambos están obligados por las normas generales relativas a los 
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contratos y a sus correspondientes interpretaciones a la luz de los 

pronunciamientos jurídicos aplicables. Campos v. Cía Fom. Ind., 

153 DPR 137 (2001); De Jesús González v. AC, 148 DPR 255 

(1999).   

Por otro lado, el Art. 1057 del Código Civil dispone que, 

La culpa o negligencia del deudor consiste en la omisión 

de aquella diligencia que exija la naturaleza de la 
obligación y corresponda a las circunstancias de las 

personas, del tiempo y del lugar.   
 

Cuando la obligación no exprese la diligencia que ha de 
prestarse en su cumplimiento, se exigirá la que 

correspondería a un buen padre de familia.  
31 LPRA sec. 3021. 

 
Conforme el mandato fijado en el Artículo 1057 del Código 

Civil, supra, se le exige al deudor la debida diligencia en el 

desempeño de la obligación en todos sus aspectos. Maderas 

Tratadas v. Sun Alliance et al, 185 DPR 880 (2012).   El deudor 

deberá emplear toda la diligencia necesaria y suficiente, sea ésta 

cual sea, para que la obligación quede definitivamente cumplida.  

Véase Maderas Tratadas v. Sun Alliance et al, supra. 

Conforme a este marco jurídico, analizamos el recurso. 

La Autoridad nos invita a establecer nuevos hechos 

conforme la prueba testifical desfilada en el juicio y la prueba 

documental.  Declinamos su propuesta debido a que no nos ha 

puesto en posición de evaluar, ya que no suplió la transcripción o 

una exposición estipulada de la prueba. 

Cuando en un recurso se señale algún error relacionado con 

la suficiencia de la prueba testifical o con la apreciación de la 

prueba, la parte apelante tiene que presentar una transcripción o 

una exposición estipulada o una exposición narrativa de la prueba 

para que de esta manera el tribunal apelativo pueda cumplir 

cabalmente con su función revisora. Regla 19 (A) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones, supra.  Sabido es, que en la 



 
 
 

KLAN201800618 
 

 

9 

argumentación de errores el apelante tiene la obligación de poner 

en posición al foro apelativo de aquilatar y justipreciar el error 

anotado. Morán v. Marti, supra.   Como indicáramos, la Autoridad 

no produjo la transcripción de la prueba oral para nuestra revisión, 

por lo que estamos impedidos de evaluar los planteamientos de 

error que propone.   

De otro lado, sabido es que las determinaciones del foro se 

presumen correctas mientras la parte que la objeta no demuestre 

lo contrario.   

Los hechos demuestran que la Autoridad emitió el Pedido de 

Compra Núm. 652015474 por $50,000, a favor de Sweep and Vac.  

El 29 de agosto de 2014, Sweep and Vac sometió un Estimado 

Preliminar de $27,944.93 para la reparación del camión “flushing 

vactor”.  Una vez aprobado el estimado, se le da una orden de 

trabajo al suplidor.2  El estimado fue recibido y firmado por el Ing. 

Francisco Martínez, Director Interino de la Región Metro y firmado, 

además, por el Sr. Héctor Maisonet, Gerente de Flota de la Región 

Metro.  El 6 de octubre de 2014, la Autoridad emitió el “Formulario 

de Orden de Trabajo” y certificó la disponibilidad de los fondos 

$27,944.93 para la reparación.   No obstante, el 5 de octubre de 

2014, personal de la Autoridad reversó en sus libros el importe de 

los fondos destinados para el pago de la reparación del camión, 

sin notificarle a Sweep and Vac de esta determinación.  

Entretanto, Sweep and Vac cumplió con su obligación de arreglar 

el camión y entregarlo a la Autoridad.  Envió la factura por su 

servicio, pero la Autoridad no la pagó, por no tener los fondos 

suficientes.  Una vez certificados los fondos para la reparación, 

conforme el contrato, pedido de compra, la responsabilidad de 

                                                 
2 Determinación de hechos número 26 y 27 
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obtener dichos fondos recaía en la Autoridad ya sea mediante un 

pedido nuevo de la cuenta de fondos capitalizables o mediante 

una extensión.  La Autoridad no llevó a cabo este proceso, lo que 

ocasionó la falta de pago a Sweep and Vac.3    

Sabido es que los contratos obligan, no solo al cumplimiento 

de lo expresamente pactado, sino también a todas las 

consecuencias según su naturaleza, conformes a la buena fe, al 

uso y a la ley.  Véase Art. 1210 del Código Civil, supra.   Es 

necesario que la Autoridad, a quien se le realizó el trabajo, según 

esta lo requirió, emplee la diligencia necesaria para que la 

obligación de pago quede cumplida a cabalidad. Véase Maderas 

Tratadas v. Sun Alliance, supra.  

A esos efectos, el Tribunal determinó que la Autoridad no 

tramitó el desembolso, ya fuera de la cuenta de fondos 

capitalizables, según ordenado por el Ing. Martínez, o por una 

enmienda a la orden de Compra.  A su vez, que la Autoridad 

admitió que el trámite no se llevó a cabo por razones no atribuibles 

al Sweep and Vac, sino a su dejadez en el seguimiento a dicho 

trámite.  Indicó que la Autoridad se benefició del trabajo de Sweep 

and Vac aun cuando conocía que no lo iba a pagar por haber 

realizado las actuaciones contables para que ello sucediera.  

Concluyó que la negligencia de la Autoridad ocasionó daños a 

Sweep and Vac al no recibir el pago correspondiente a su factura 

e incurrió en gastos para el cobro de esta.  

Vemos que el foro de instancia evaluó la prueba, estableció 

los hechos probados y junto al derecho relacionado a los contratos 

y concluyó que la Autoridad no desplegó la diligencia requerida 

para cumplir con sus obligaciones.  A esos efectos, impuso 

                                                 
3 Determinaciones de hechos número 32, 33, 35, 40, 41, 46 
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responsabilidad de pago a la Autoridad por la suma de 

$27,944.93, que es el total de la factura reclamada por Sweep 

and Vac por el trabajo realizado y previamente certificada la 

orden.  Esta determinación resulta adecuada conforme los hechos, 

el derecho aplicable y no fue rebatida.  Por tanto, en apelación se 

confirma.   

En su recurso, la Autoridad también plantea que el Tribunal 

determinó que esta fue negligente, pero no realizó ninguna 

expresión sobre la controversia relacionada al monto del pedido, 

si había alcanzado el 75% al momento en que se emitió la orden 

de servicio en controversia.    

Sobre este particular, el Tribunal no venía obligado a 

expresarse en cuanto al monto del pedido, toda vez que, en la 

Resolución del 30 de agosto de 2017, el Tribunal ya había 

determinado que lo primero que debía dilucidar era si medió culpa 

o negligencia de la Autoridad en el trámite de pago a Sweep and 

Vac.  De no haber mediado culpa o negligencia, entonces, en la 

alternativa, evaluaría si la cuenta aprobada para el pago de las 

órdenes de trabajo había llegado a un 75% del monto acordado 

en el pedido.  Así que, una vez el foro de instancia determinó que 

hubo negligencia de la Autoridad, era innecesario dilucidar el 

aspecto relacionado a las órdenes de trabajo.  El error no fue 

cometido. 

Por último, la Autoridad alega que el TPI ordenó el pago de 

intereses, pero no estableció que hubo temeridad, según dispone 

la Regla 44.3 de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 LPRA Ap.  

V. R. 44.4.   
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El Tribunal condenó a la Autoridad pagar a la demandante 

la suma de $27,944.93 más los intereses devengados desde la 

presentación de la demanda.  No obstante, dichos intereses no 

son por temeridad, sino por mora.  Sobre este punto, el 

Tribunal especificó en la sentencia que eran a tenor con el Artículo 

1061 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 30244 y el 

Artículo 1062 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3025, que establece 

que los intereses vencidos se devengan desde que son 

judicialmente reclamados.  Estos artículos son los relacionados a 

la mora en el cumplimiento de una obligación. 

Como vemos, los intereses no fueron por temeridad a tenor 

con la Regla 44.3, sino por mora, según los permite el Código Civil 

de Puerto Rico.  Los intereses por temeridad y los intereses por 

mora son distintos.  Por tanto, el error tampoco fue cometido. 

DICTAMEN  
 

  Por los fundamentos antes expuestos, se CONFIRMA la 

sentencia del Tribunal de Primera Instancia.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal.   

 

     Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

    Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

 

                                                 
4 El Artículo 1061 del Código Civil, permite la imposición de intereses por mora 

al establecer:     
 

Si la obligación consistiere en el pago de una cantidad de dinero 

y el deudor incurriere en mora, la indemnización de daños y 

perjuicios, no habiendo pacto en contrario, consistirá en el pago 

de los intereses convenidos, y a falta de convenio, en el interés 

legal.  

31 LPRA sec. 3024 
 


